TEMA: TREINTA Y CINCO. REGISTROS.
LA PROPIEDAD RUSTICA. NORMAS ESTATALES, AUTONÓMICAS Y DE LA UNIÓN EUROPEA. LA EXPOLOTACIÓN AGRARIA.  

I.
LA PROPIEDAD RUSTICA. NORMAS ESTATALES,                          AUTONÓMICAS Y DE LA UNIÓN EUROPEA.

LA PROPIEDAD RÚSTICA. La transformación del concepto absoluto del dominio que resulta del art. 348 del CC es especialmente intensa en la propiedad rústica, llamada a cumplir una importante función social.


El propietario de una finca rústica –al igual que el de finca urbana- está sujeto a ciertas limitaciones, derivadas de la propia calificación de la finca como rústica. Y así, por ejemplo (como se estudia en el tema 36), no puede ser objeto de división por debajo de la unidad mínima de cultivo; y sobre una finca rústica no pueden realizarse nunca parcelaciones urbanísticas, las cuales se declaran ilegales por el TRLS 2008. También se trata la materia en la legislación autonómica (vgr. en Andalucía, TRLOU de 17 de diciembre de 2002 y RDU de 16 de marzo de 2010).
a) NORMAS ESTATALES: Evolución legislativa.

- El CC, dada su fecha de publicación, es un cuerpo legal de acusado carácter agrario. Sin embargo, no se preocupa de la perspectiva que podríamos denominar dinámica de la tierra (las explotaciones agrarias), sino única y exclusivamente del aspecto estático, es decir, de la titularidad dominical de los predios o fincas.


- A lo largo del S. XX se dictan una serie de normas encaminadas a conseguir que el beneficio que pueda producir la tierra repercuta también en la colectividad y se distribuya de una forma equitativa y justa entre el propietario y el que trabaja la tierra. Nacen así las reformas agrarias y, en opinión de algunos, una nueva rama del Derecho, el Derecho Agrario. Veamos su evolución histórica y legislativa.
        - En primer lugar cabe citar la Ley de Colonización y Repoblación interior de 1907, que supuso la atribución de tierras a los labradores para la creación de explotaciones agrícolas viables, a cuyo fin se estableció la prohibición de vender, en diez años, el lote adjudicado, y de dividirlo sin autorización administrativa.

- Durante la Dictadura de Primo de Rivera (1923 a 1930) se fomentó la liberalización de la tierra y las transformaciones agrarias. Así, un RD-Ley de 4 de junio de 1926 prevé la concesión de créditos para que, sin acudir a la expropiación forzosa, pudiera llegarse a la parcelación y distribución de fincas entre los particulares.

- La Constitución de la Segunda República de 1931 abordó de un modo        global el problema agrario, reconociendo la función social de la propiedad y la        protección de la República al campesino.

- En este contexto se promulga la Ley de reforma Agraria de 1932, la cual perseguía una triple finalidad:

· Remediar el paro campesino.

· Redistribuir la tierra.

· Racionalizar la economía agraria.

A estos efectos, enumeraba las tierras susceptibles de expropiación, que        debían inventariarse (inventario de la riqueza expropiable). Uno de los destinos de las fincas expropiadas era su distribución mediante los llamados “asentamientos”. Estos eran considerados una especie de concesión administrativa que otorgaba la        posesión, pero no la libre disposición ni la titularidad dominical de los mismos, que conservaba el Estado. Podían ser individuales o colectivos (en favor de las Asociaciones Campesinas).
- Durante el Franquismo, además de la derogación de las reformas agrarias de la República, cabe destacar:

+ Ley de 21 VII 1971, que crea el Instituto de Reforma y Desarrollo Agrario     (IRYDA), y cuyas funciones han sido asumidas por el Organismo Autónomo        Parques Nacionales –u organismo autonómico que lo sustituya-, en virtud del D 23 VI 1995. Naturalmente, las leyes anteriores a tal fecha se refieren al IRYDA, y así lo haremos nosotros a lo largo del tema.

+ Pero sobre todo la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario, de 12 I 1973, que aún hoy está en buena parte vigente, y que pretendió no sólo refundir las heterogéneas normas existentes, sino dotarlas de una cierta unidad interna.

Su principio rector, recogido en el Art. 1, es que el suelo rústico “deberá       utilizarse en la forma que mejor corresponda a su naturaleza, con subordinación a las necesidades de la comunidad nacional” (afirmándose de este modo su función social).

Y en su Art. 2 establece que el cumplimiento de la función social de la propiedad de fincas rústicas obliga:
- A la explotación de la tierra con criterios técnico-económicos apropiados, atendiendo en todo caso, el interés nacional y a que se realicen las                        transformaciones y mejoras necesarias.


- A que en la empresa agraria se preste el trabajo en condiciones                         adecuadas y dignas y a que se efectúen las necesarias inversiones de carácter social para la promoción de los trabajadores.

De este precepto, deduce PEÑA y BERNALDO DE QUIROS que la                           intervención legislativa viene impuesta por las siguientes necesidades:

a) De orden económico. Conseguir la máxima producción agraria.

b) De orden social. Conseguir que la tierra contribuya a la paz social

En consecuencia añade PEÑA, existen las siguientes limitaciones:


1. Limitaciones de finalidad predominantemente económica


- Evitar la excesiva parcelación de la tierra o minifundismo 

(normas sobre unidades mínimas de cultivo o concentración parcelaria).

- Suprimir enclavados con su correspondiente cortejo de servidumbres 

       (normas que permiten al dueño de una finca rústica enclavada en otra la            permuta forzosa de la misma).


2. Limitaciones de finalidad predominantemente social


Dentro de las mismas se encuentran las adjudicaciones de tierras por el IRYDA al objeto de constituir explotaciones familiares o explotaciones prioritarias.


3. Limitaciones de finalidad mixta. Imponen la realización de mejoras. 


- La Constitución de 1978, además de proclamar la función social de la propiedad privada (art 33), declara que los poderes públicos atenderán a la modernización y desarrollo de todos los sectores económicos, y cita de forma            expresa la agricultura y la ganadería (Art. 130). Asimismo, establece que “Las CCAA podrán asumir competencias en materia de agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía” (art 148.1.7ª)

Como Leyes postconstitucionales, cabe destacar las ss:

· La Ley de Fincas Manifiestamente Mejorables, de 16 XI 1979, cuya           finalidad fundamental es tratar de corregir los posibles incumplimientos de la            función social que corresponde a la propiedad rústica y lograr un mejor               aprovechamiento, cultivo y empleo de la mano de obra.


Según esta Ley, pueden ser declaradas fincas manifiestamente mejorables (a los efectos que luego diremos):
* Las que lleven al menos dos años sin cultivarse, siendo susceptibles de ello.
* Las que de modo manifiesto no aprovechen correctamente los medios o        recursos disponibles como consecuencia de obras construidas o auxiliadas por el Estado o Entes Públicos.

* Las que teniendo una extensión superior a 50 Ha de regadío o 500 de           secano o aprovechamiento forestal, deban ser objeto, con arreglo a la propia Ley o a la de Expropiación Forzosa, de intensificación de cultivos o aprovechamientos, atendido el interés general. Los límites de superficie no regirán cuando se trate de fincas de personas jurídicas.
Dispone igualmente esta Ley que: La Administración, de oficio o a instancia de las CCAA, podrá requerir a los propietarios de tales fincas para que presenten un Plan de Explotación y Mejora o a que acepten el elaborado por la Administración.

La no aceptación del Plan o su incumplimiento, ocasionan la calificación por RD de finca manifiestamente mejorable y el reconocimiento del incumplimiento de la función social de la propiedad. Esta declaración puede dar lugar a:

* La privación del derecho de uso y disfrute de las fincas mediante su         arrendamiento forzoso al IRYDA o al convenio forzoso con el ICONA (ambos        sustituidos por el OAPN u organismo autonómico equivalente).

* La expropiación, si hay graves motivos de orden económico y social que así lo exijan. Si son inferiores a 5 Ha de regadío o 50 de secano, sólo tendrá lugar la expropiación a solicitud del propietario.
-Más tarde se dictó la Ley 27 XII 1981 sobre Estatuto de la Explotación Familiar Agraria y de los Agricultores  Jóvenes.

- Y, en aplicación de los principios comunitarios, se dictó la Ley de Modernización de las Explotaciones Agrarias 4 VII 1995, que modifica ampliamente el TRLRyDA de 1973 y deroga el Estatuto de 1981. Los fines de esta Ley son, según su artículo 1º:
- Estimular la formación de explotaciones agrarias de dimensiones suficientes para asegurar su viabilidad.
- Determinar las explotaciones que se consideran destinatarias prioritarias de ayudas públicas.

- Impedir el excesivo fraccionamiento de las fincas rústicas.
- Favorecer la incorporación de agricultores jóvenes como titulares de                     explotaciones agrarias.

- Y fomentar el asociacionismo agrario.


Esta Ley se divide en:


Título preliminar, que especifica los objetivos de la Ley y contiene las     definiciones que utiliza, entre las que destacan las de “explotación agraria            prioritaria”, “agricultor profesional” y “agricultor a título principal”.


Título I, trata de las nuevas “explotaciones agrarias prioritarias”,                manteniéndose el antiguo concepto de “explotación familiar agraria” para las         creadas o completadas por el IRYDA.


Título II, contiene el régimen jurídico de la unidades mínimas de cultivo, dirigidas a impedir el fraccionamiento excesivo de fincas rústicas, y que sustituye el anterior régimen de la LRDA.


Título III, se refiere a la duración de los arrendamientos rústicos posteriores a su entrada en vigor, que será de un mínimo de 5 años, respecto de los cuales se suprime la prórroga forzosa y se sustituye por la tácita reconducción, con la          finalidad de conseguir un mayor movimiento en el mercado de la tierra. 


- Sobre la materia ha incidido el TRLS de 20 de junio de 2008, que delimita las facultades y deberes ínsitos en las dos situaciones básicas del suelo que regula: suelo rural y suelo urbanizado.


Y concretamente, respecto al suelo rural (art 13) su uso ha de acomodarse a su naturaleza agrícola, ganadera, forestal, cinegética, o cualquier otro vinculado a la utilización racional de los recursos naturales, salvo determinados actos o usos de interés público o social, prohibiéndose las parcelaciones urbanísticas.

No obstante y cuando se incluyan en el ámbito de una actuación urbanizadora, se admiten ciertas construcciones provisionales –sujetas a inscripción en el Registro de la Propiedad-, así como las obras de urbanización que se autoricen, e incluso aquellas obras de edificación que puedan realizarse simultáneamente a las de urbanización.

Por el contrario, en los suelos de especial protección no se admiten, como regla, aquellos actos que alteren su estado natural (art 13 TRLS 2008). Así, en la Ley 5/2007, de 3 de abril, de la Red de Parques Nacionales, se prohíbe la urbanización y edificación de su suelo (art 13.5).

b) NORMAS AUTONÓMICAS.

Para abordar esta cuestión, hay que partir de los siguientes principios       constitucionales:


1. El principio de la competencia exclusiva del Estado en materia de                       legislación civil, con el pleno respeto a los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan (Artículo 149-1-8ª).


2. El principio de la competencia de las Comunidades Autónomas en el ámbito de la agricultura, que se consagra en el ya mencionado Art. 148.1.7ª CE. Es de señalar que a día de hoy la competencia en materia agraria ha sido asumida por todas las CC.AA.

3. El principio de la atribución al Estado del carácter de coordinador de la actividad económica general dentro de la cual debe comprenderse la                              actividad agraria (Artículo 149-1-13ª).

Esta actividad coordinadora ha de extenderse necesariamente al Derecho Comunitario, para el cual el Estado es el único que tiene competencias. 
En este sentido, algunos autores han hecho ver que después de la atribución a las CCAA de competencias en materia de agricultura y otras materias, estas vuelven en muchas ocasiones al Estado a través del Derecho Comunitario.


4.- Finalmente, el principio de atribución al Estado de las materias no asumidas por las Comunidades Autónomas y el de aplicación supletoria del derecho estatal respecto del derecho de las CC.AA (Art 149-3).


De los principios señalados podemos extraer las siguientes conclusiones, en relación con la competencia legislativa en materia de legislación agraria. Hay que distinguir:

I.- Comunidades Autónomas con normativa civil, foral o especial, en                     materia de propiedad agraria y con competencias en materia agrícola: 
Su competencia legislativa se extiende a todos los aspectos normativos de la actividad agrícola, incluyendo el estatuto civil de la propiedad agraria, sin perjuicio de las competencias del Estado como coordinador de la actividad económica y el                        D. Comunitario.


II.- Comunidades Autónomas sin normativa civil en materia de               propiedad agraria, pero con competencias en materia agrícola: Su competencia legislativa queda limitada, primero, por la imposibilidad de regular los aspectos           civiles de tal materia y segundo, por las competencias del Estado como coordinador de la actividad económica y el D. Comunitario.


En aplicación de tales conclusiones, la Ley de Modernización de las              Explotaciones Agrarias, en sus Disposiciones Adicionales 1ª y 2ª declara:


- Como legislación básica y, por tanto, susceptible de ser desarrollada por las Comunidades Autónomas con competencia en materia agrícola, entre otros, el Artículo 23 (concepto de la unidad mínima de cultivo y competencia de las                         Comunidades Autónomas para fijar su extensión).


- Como legislación de aplicación plena los Artículos 23 a 28 (resto de la regulación de las unidades mínimas de cultivo, retracto a favor de los titulares de explotaciones prioritarias y duración de los arrendamientos rústicos). Es decir, tales preceptos se integran en la legislación civil, cuya competencia exclusiva se atribuye al Estado y, en consecuencia, serán de aplicación en todo el territorio del Estado, salvo en las Comunidades Autónomas que tengan derecho civil, foral o especial y hayan dictado sus propias normas en la materia, en las cuales se aplicarán con carácter supletorio.


Cabe citar la Ley Catalana de Contratos de Cultivo, de 20 febrero 2008.


c) NORMAS DE LA UNIÓN EUROPEA.


 - El Tratado de Roma creador de la CEE (hoy CE), se pueden destacar en relación con la agricultura los siguientes principios, hoy recogidos en el Tratado sobre el Funcionamiento de la Unión Europea, de 13 de diciembre de 2007:


1. La agricultura se aborda desde dos puntos de vista: el de la organización de la producción y el de la comercialización de los productos.


2. Se establece una Política Agraria Común, haciendo comunes a todos los      Estados miembros las decisiones que se adopten en materia agrícola. 

Según el Art 38 TFUE: 1. La Unión definirá y aplicará una política común de agricultura y pesca.

El mercado interior abarcará la agricultura, la pesca y el comercio de los productos agrícolas. Por productos agrícolas se entienden los productos de la tierra, de la ganadería y de la pesca, así como los productos de primera transformación directamente relacionados con aquéllos. Se entenderá que las referencias a la política agrícola común o a la agricultura y la utilización del término agrícola abarcan también la pesca, atendiendo a las características particulares de este sector.

3. Con la finalidad de llegar a la uniformidad de la política agraria entre       todos los Estados, se establecen disposiciones transitorias para que los cambios se produzcan progresivamente.  


En particular, y respecto de la política Agraria Común, cabe hacer las ss consideraciones:

· Sus objetivos son:


* Sociales: garantizar el nivel de vida equitativo de la población agrícola y asegurar al consumidor suministros a precios razonables.

* Económicos: incremento de la productividad agrícola y estabilización de los mercados.
* Político: garantizar la seguridad de los abstecimientos.


· El contenido de la PAC comprende:


* La política de precios y mercados, sobre la base de la unidad de mercado, la preferencia comunitaria y la solidaridad financiera.

* La política de estructuras agrarias y cuestiones ligadas a su financiación, que se justifica en la necesidad de la modernización de estructuras productivas y comerciales y de contar con explotaciones agrarias rentables.

Para esta última finalidad, cabe destacar un R. 1985 de fomento de acceso de jovenes agricultores a explotaciones agrícolas viables y formación profesional, uno de 1986 relativo a la indemnización por el cese anticipado de la actividad agrícola a agricultores mayores de 55 años, el de 1987 que concede ayudas a los agricultores que se comprometan a disminuir productos excedentarios, o otro de 1988 que          concede ayudas para el abandono de ciertas tierras cultivables.

* La financiación de la política agraria común. Una parte de la misma es asumida por el Fondo Europeo de Orientación y Garantía Agraria (FEOGA), pero al mismo tiempo, los Reglamentos Comunitarios hacen corresponsables los Estados             miembros, por lo que, al ser directamente aplicables, condicionan el gasto público interno.
II.
LA EXPLOTACION AGRARIA

Dentro de las explotaciones agrarias es preciso distinguir entre explotaciones familiares, regidas por la LRDA, y explotaciones agrarias -familiares o asociativas- prioritarias sujetas al especial régimen establecido por la Ley de 4 VII 1995, de             Modernización de Explotaciones Agrarias.


A. Explotaciones familiares sujetas a la LRDA.


Según dicha Ley (Artículo 21), las tierras adquiridas por el IRYDA (u organismo que en las Comunidades Autónomas tenga atribuidas sus funciones) serán distribuidas y aplicadas en su política social agraria, a los fines siguientes


- Constituir o completar explotaciones familiares.


- Constituir explotaciones comunitarias.


- Establecer huertos familiares para trabajadores.


Explotaciones familiares agrarias. Artículos 28 al 35:


Concepto. Son complejos de bienes (normalmente tierras y vivienda) que constituyen jurídicamente una unidad independiente y cuya propiedad se sujeta a un régimen peculiar, a fin de conseguir que la  explotación que se conserve entera; de que no se vinculen a  ella nuevos inmuebles y de controlar su transmisión.

Únicamente podrán ser titulares de estas explotaciones quienes tengan la condición de profesionales de la agricultura.
Origen. La explotación familiar nace por un acto administrativo de         afectación por parte de IRYDA u organismo equivalente, cuando la explotación y el solicitante cumplan las condiciones  exigidas por la Ley. 

Unicamente podrán ser titulares de estas explotaciones quienes tengan la condición de profesionales de la agricultura.

Etapas de constitución del régimen


Hay que distinguir las ss: (concesión y propiedad)


a.- LA ETAPA DE CONCESIÓN. En una primera fase, las tierras          destinadas a constituir explotaciones familiares se adjudican en concepto de         concesión administrativa. 
Durante este periodo, los Arts. 31 y 32 LRDA regulan el régimen de          transmisión inter vivos y mortis causa de la concesión, régimen de escasa                          trascendencia notarial y registral, pues las relaciones entre concesionario y Administración se desenvuelven en el campo del Derecho administrativo.


b.- LA ETAPA DE PROPIEDAD. Cumplidas las obligaciones del                             concesionario y transcurrido el plazo de ocho años desde la instalación del                                concesionario en la explotación -plazo que puede ser ampliado o reducido, sin que pueda ser inferior a cuatro años- el IRYDA, u organismo equivalente,                                   otorgará a favor del concesionario Escritura Pública de transferencia de la    propiedad de los inmuebles objeto de concesión.

 En esta etapa se aplica el Derecho civil, sin perjuicio de intervencionismo administrativo en relación con ciertos actos del propietario; y así, es preciso                         distinguir:

a) Transmisión inter vivos de las explotaciones. El principio general es que precisa la autorización del IRYDA equivalente para desafectar, agrupar, dividir, gravar o transmitir por actos inter vivos las explotaciones familiares. 
Por excepción:


1. No será necesaria la autorización, y sí solo la notificación a la                            Administración, cuando la transmisión de la integridad de la explotación se haga a favor de un descendiente que sea agricultor profesional o, en su defecto, a favor de un ascendiente o hermano que sea agricultor profesional y cooperador en la                        explotación.


2. No será necesaria la autorización o notificación para transmitir o gravar la explotación en todo o parte, una vez que hayan transcurrido ocho años, a contar desde la fecha de otorgamiento de la Escritura Pública de transmisión de la           propiedad, siempre que se haya satisfecho la totalidad del precio que pudiera haber quedado aplazado. 

· En todo caso, los cambios de titularidad deberán hacerse constar en                   Escritura Pública. 

b) Transmisión mortis causa de las explotaciones. 
Por muerte del propietario la explotación no podrá ser objeto de división y la transmisión mortis causa de la misma se ajustará a lo dispuesto en el Código Civil o en las disposiciones de igual carácter en las Comunidades Autónomas que sean de aplicación (normas relativas a la indivisibilidad de los bienes por ley).


B.- Explotaciones agrarias prioritarias sujetas al especial estatuto legal de la Ley de 4 VII 1995.

La Ley de Modernización de las Explotaciones Agrarias entiende por                       explotación agraria el conjunto de bienes y derechos organizados empresarialmente por su titular en el ejercicio de la actividad agraria, primordialmente con fines de mercado, y que constituye en sí misma una unidad técnico-económica.

 Y crea el concepto de explotación agraria prioritaria, basándose en                       distintos datos de titularidad, modos de explotación y baremos económicos                            difícilmente constatables desde el punto de vista notarial y registral; pero los                     Artículos 15 y 16 allanan la dificultad, al señalar que la condición de explotación prioritaria podrá acreditarse:


- Mediante certificación expedida por el órgano competente de cada                      Comunidad Autónoma.


- O mediante la inclusión en el Catálogo General de Explotaciones                        Prioritarias, que se llevará en el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, y que se integrará con las comunicaciones que se reciban de las Comunidades                         Autónomas.


Clases:


Distingue, dentro de las explotaciones prioritarias, entre:


I.- Explotaciones familiares, que son aquellas cuyo titular sea una persona física, que debe ser profesional de la agricultura. En caso de matrimonio, la                               titularidad de la explotación podrá recaer, en ambos cónyuges, siendo suficiente que uno de ellos reúna los requisitos legales.
También se permite calificar de prioritaria una explotación que pertenezca a una comunidad hereditaria sobre la que exista pacto de indivisión por un mínimo de seis años, siempre que la explotación y, al menos, uno de los partícipes cumpla los requisitos legales. El periodo de indivisión se contará a partir de la calificación de la explotación como prioritaria.


La Ley 45/2007, de 13 de diciembre, para el Desarrollo Sostenible del Medio Rural, modifica la LMEA estableciendo una nueva definición de “agricultor profesional”: es aquella persona física titular de una explotación agrícola, ganadera o forestal, que requiera un volumen de empleo de al menos una Unidad de Trabajo Anual y que obtenga al menos un 25% de su renta de actividades agrarias.

II.- Y explotaciones asociativas que son aquellas cuyo titular sea una                               Sociedad Cooperativa, una Sociedad Agraria de Transformación, sociedades civiles, laborales o mercantiles. En caso de SA, para que la explotación sea considerada prioritaria, las acciones deberán ser nominativas y más del 50% del capital deberá pertenecer a socios que sean agricultores profesionales.

Efectos


La calificación de una explotación como prioritaria conlleva un trato                   privilegiado a sus titulares. Así:

- Adjudicación de superficies agrarias realizada por las Administraciones                          Públicas.

- Concesión de ayudas para mejorar las estructuras agrarias.

- Facilidades para la contratación de seguros.                             

- Importantes bonificaciones fiscales, cuyo estudio no corresponde al                              presente tema, si bien cabe indicar que consisten en la exención total o reducción de la base imponible del 90 al 75%, según los casos, de ciertos impuestos.

- Concesión de ayudas y de beneficios fiscales para la primera instalación de agricultores jóvenes como titulares, cotitulares o socios en la explotación.
Centrándonos aquí en la transmisiones patrimoniales, cabe destacar que para obtener los beneficios fiscales que la ley contempla, deberán realizarse en escritura pública las siguientes transmisiones o adquisiciones por cualquier título, oneroso o lucrativo, inter vivos o mortis causa:

- Las transmisiones del pleno dominio o del usufructo vitalicio de una explotación agraria en su integridad (art. 9). En estos supuestos, además, se ha de hacer constar en la escritura pública y en el Registro de la Propiedad, si las fincas transmitidas estuviesen inscritas, que si las fincas fuesen enajenadas, arrendadas o cedidas durante el plazo de los 5 años siguientes, deberá justificarse previamente el pago de los beneficios fiscales obtenidos con sus intereses de demora, excepción hecha de los supuestos de fuerza mayor (art. 9.2).

- Las transmisiones de terrenos, que se realicen para completar bajo una sola linde la superficie suficiente para constituir una explotación agraria prioritaria (art. 10). En este caso es necesario que en el documento público de adquisición se haga constar la indivisibilidad de la finca resultante durante el plazo de 5 años.

- Las transmisiones de pleno dominio o del usufructo vitalicio de una finca rústica o de parte de una explotación agraria a favor del titular de otra explotación que ya sea prioritaria o que alcance esta condición como consecuencia de la adquisición (art. 11). A este supuesto también le es aplicable el art. 9.2.

Además, la DA 4ª prevé reducción de honorarios notariales y registrales.

También debe señalarse que la Ley  de 1995 regula el acceso  por parte del agricultor joven (el comprendido entre los 18 y los 40 años cumplidos) a la titularidad de las explotaciones agrarias prioritarios, como titular, cotitular o socio de ellos. Se regula especialmente la cotitularidad de las explotaciones agrarias exigiendo (art. 18):

- Que el titular y el agricultor joven acuerden que éste compartirá la gerencia, inversiones, beneficios y riesgos de la explotación, al menos en un 50%, por un  plazo mínimo de seis años.

- Y que el titular transmita al agricultor joven al menos 1/3 de la propiedad de los elementos de la explotación, cuyo aprovechamiento continuará integrado en la misma.

 Estos acuerdos deberán formalizarse en escritura pública y la transmisión deberá inscribirse en el Registro de la Propiedad cuando las fincas estén  previamente inscritas.


-Retracto especial. Tiene por objeto propiciar el aumento de la extensión de las explotaciones prioritarias y solamente en  beneficio de ellas.

 Según el Artículo 27, "tendrán este derecho los propietarios de fincas                           colindantes que sean titulares de explotaciones prioritarias, cuando se trate de la venta de una finca rústica de superficie inferior al doble de la unidad mínima de cultivo.

Si fueren varios colindantes, será preferido el dueño de la finca que con la adquisición iguale o supere la extensión de la unidad mínima de cultivo. 

Si más de un colindante cumple esta condición tendrá preferencia el dueño de la finca de menor extensión.


Cuando ninguna de las fincas colindantes iguale o supere, como                                   consecuencia de la adquisición, la unidad mínima de cultivo, será preferido el dueño de la finca de mayor extensión.


El plazo para ejercitar este derecho de retracto será el de un año contado desde la inscripción en el Registro de la Propiedad, salvo que antes se notifique        fehacientemente a los propietarios de las fincas colindantes la venta de la finca, en cuyo caso el plazo será de sesenta días contados desde la notificación.


Prohibición de enajenar. El propietario colindante que ejercite el derecho de            retracto no podrá enajenar la finca retraída durante el plazo de seis años, a        contar desde su adquisición".


Colisión entre retractos. Como es sabido, el Artículo 1.523 CC establece un                       derecho de retracto en favor de "los propietarios de las tierras colindantes cuando se trate de la venta de una finca rústica cuya cabida no exceda de una hectárea".
El conflicto entre las dos clases de retracto se da cuando se vende una finca de superficie igual o inferior a una hectárea y, a la vez, inferior al doble de la unidad                                       mínima de cultivo, que linda con dos fincas rústica, una integrada en explotación                   prioritaria, y otra no. ¿Que titular será preferido? Parece razonable que lo sea el           titular de la explotación prioritaria, especialmente protegida por la Ley. Además, es principio general del derecho, que la norma especial prevalece frente a la general.


Cabe concluir el tema haciendo referencia al reciente Real Decreto 297/2009, de 6 de marzo, sobre titularidad compartida en las explotaciones agrarias, dictado en virtud de lo dispuesto en el art 30.1 de la Ley Orgánica de 22 de marzo de 2007, para la Igualdad efectiva entre Mujeres y Hombres.
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